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3 de enero de 2012, que afecta a todos sus trabajadores que 
prestan el servicio de ayuda a domicilio en Barbate (Cádiz).

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales 
de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia de 
dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo, y ratificada en la de 
29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa, en la localidad citada, presta un servicio 
esencial para la comunidad cual es la prestación del servicio 
de ayuda a domicilio a los ciudadanos de Barbate, además 
de atender a personas dependientes en los grados de depen-
dencia severa y gran dependencia, cuya paralización puede 
afectar a la vida e integridad física, a la protección de la salud 
y al bienestar social de tales personas, por lo que la Adminis-
tración se ve compelida a garantizar el referido servicio esen-
cial mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que 
la falta de protección del referido servicio prestado colisiona 
frontalmente con los derechos a la vida, a la salud y a un bien-
estar social proclamados en los artículos 15, 43 y 50 de la 
Constitución. 

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar 
los servicios mínimos necesarios, y no habiéndose alcanzado 
un acuerdo entre la representación de los trabajadores, la em-
presa y el Ayuntamiento, tras la asistencia de todos al acto de 
audiencia previo a la propuesta de servicios mínimos, de con-
formidad con lo que disponen los preceptos legales aplicables, 
artículos 28.2 de la Constitución; artículo 10.2 del Real De-
creto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artículo 63.1.5.º del Esta-
tuto de Autonomía para Andalucía, Real Decreto 4043/1982, 
de 29 de diciembre; Decreto del Presidente 14/2010, de 22 
de marzo, sobre reestructuración de Consejerías; Decreto 
136/2010, de 13 de abril, por el que se aprueba la estructura 
orgánica de la Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz de 
Empleo, y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de la empresa Gerontología So-
cial, S.L., que presta el servicio concertado de ayuda a domi-
cilio en el municipio de Barbate (Cádiz), la cual se realizará el 
día 3 de enero de 2012.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limitación 
alguna de los derechos que la normativa reguladora de la huelga 
reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco respecto de 
la tramitación y efectos de las peticiones que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 23 de diciembre de 2011

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo. 
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de Cádiz.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

El 33% de los trabajadores de la plantilla actual de la em-
presa dedicados a la atención directa a los usuarios, debiendo 
quedar garantizados por los mismos la prestación de los servi-
cios sanitarios, de aseo personal, alimentación y medicación, 
así como las tareas de cuidados especiales. Corresponde a la 
empresa o entidad prestadora del servicio, con la participa-
ción del Comité de Huelga, la facultad de designación de los 
trabajadores que deban efectuar los servicios mínimos. 
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se garantiza el funcionamiento del servicio público que 
desempeñan los trabajadores de la empresa GSC, S.A., 
Benalmádena, que presta el servicio de recogida de 
residuos sólidos urbanos para el municipio de Benal-
mádena (Málaga), mediante el establecimiento de ser-
vicios mínimos.

Por el comité de empresa de GSC, S.A., Benalmádena, en 
nombre y representación de los trabajadores, los cuales pres-
tan el servicio de recogida de residuos sólidos urbanos para 
el municipio de Benalmádena (Málaga), ha sido convocada 
huelga a partir de las cero horas del 5 de enero de 2012 hasta 
las veinticuatro horas del 7 de enero de 2012, que afecta a los 
trabajadores del centro de trabajo situado en Benalmádena. 

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional, en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989, ha sentado la doctrina en ma-
teria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables». 
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Los trabajadores de la empresa citada realizan servicios de 
recogida de residuos sólidos urbanos en el municipio de Benalmá-
dena, teniendo la naturaleza de un servicio esencial para la comu-
nidad, cual es el mantenimiento de la salubridad, y por ello la Ad-
ministración se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial 
mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que la falta 
de salubridad en la citada ciudad colisiona frontalmente con el de-
recho a la salud proclamado en el artículo 43 de la Constitución. 

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar los 
servicios mínimos necesarios, y no habiéndose alcanzado un 
acuerdo, de conformidad con lo que disponen los preceptos 
legales aplicables, artículos 28.2 de la Constitución; artícu-
lo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artícu-
lo 63.1.5.º del Estatuto de Autonomía para Andalucía; Real De-
creto 4043/1982, de 29 de diciembre; Decreto del Presidente 
14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructuración de Consejerías; 
Decreto 136/2010, de 13 de abril, por el que se aprueba la estruc-
tura orgánica de la Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz 
de Empleo; y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de la empresa GSC, S.A., Benal-
mádena, que presta el servicio de recogida de residuos sólidos 
urbanos para el municipio de Benalmádena (Málaga), la cual 
se iniciará a las cero horas del 5 de enero de 2012 hasta las 
veinticuatro horas del 7 de enero de 2012.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte del 
personal necesario para el mantenimiento de los servicios esencia-
les mínimos determinados serán considerados ilegales a los efec-
tos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limitación 
alguna de los derechos que la normativa reguladora de la huelga 
reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco respecto de 
la tramitación y efectos de las peticiones que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 27 de diciembre de 2011

MANUEL RECIO MENÉNDEZ 
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo. 
Ilma. Sra. Delegada Provincial de la Consejería de Empleo de 
Málaga.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

- El 100% del servicio diario de recogida de residuos só-
lidos urbanos en hospitales, centros de salud asistenciales, 
residencias de mayores y mercados.

- El 30% del servicio ordinario de recogida de residuos só-
lidos urbanos. 
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Delegación Provincial de Cádiz, por la que se ordena 
las transferencias de las cantidades que corresponden 
a los Ayuntamientos de la provincia de Cádiz, en con-
cepto de nivelación de servicios municipales vinculados 
a la acogida y la integración de inmigrantes, correspon-
dientes al ejercicio 2011.

La Orden de la Consejería de Empleo, de 24 de noviem-
bre de 2011, por la que se regula la distribución de las trans-

ferencias a los Ayuntamientos andaluces para Nivelación de 
servicios municipales vinculados a la acogida y la integración 
de inmigrantes, establece en su artículo 4 los indicadores y la 
formula de reparto para la distribución de los créditos destina-
dos a dicha finalidad.

En su artículo 5 de la Orden se recoge el importe asig-
nado a cada provincia y en el Anexo la correspondiente a los 
municipios seleccionados de la provincia.

En el artículo 6 se indica que, por la Delegación Provincial 
de Empleo en cada provincia se hagan efectivas las transfe-
rencias en un solo pago para cada Ayuntamiento.

En la Orden de la Conserjería de Empleo de 8 de septiem-
bre de 2009, publicada en BOJA núm. 187, del 23 de septiem-
bre, se delegan competencias en materia de coordinación de 
políticas migratorias en las personas titulares de las Delegacio-
nes Provinciales de la Consejería de Empleo.

En base a lo anterior y a la propuesta formulada por el 
Secretario General

SE RESUELVE

Primero. Que sean ordenadas las transferencias a los mu-
nicipios seleccionados de la provincia de Cádiz, en la cantidad 
de 140.796,00 € (ciento cuarenta mil setescientos noventa y 
seis euros), en concepto de Nivelación de servicios municipa-
les vinculados a la acogida y la integración de inmigrantes, 
para cada uno de los municipios y en las cuantías que se re-
coge en Anexo a esta resolución.

Segundo. La aprobación con cargo a la aplicación 0.1.14.
00.18.11.461.02.31J.5, del gasto correspondiente a las trans-
ferencias resultantes, y que se hagan efectivas a los Ayunta-
mientos, en un solo pago.

Tercero. Que dada la naturaleza jurídica de transferen-
cias que se atribuye a los créditos de nivelación de servicios 
municipales, los documentos de pagos correspondientes se 
efectúen en firme. No obstante, y únicamente a los efectos 
de que el órgano gestor tenga constancia de la recepción de 
los fondos, en el plazo de tres meses, contado a partir de la 
materialización del pago, las entidades beneficiarias deberán 
remitir a esta Delegación Provincial de Empleo en Cádiz y a 
la Dirección General de Coordinación de Políticas Migratorias, 
certificación en la que se acredite el ingreso de las transferen-
cias y los números de asientos contables practicados.

Cuarto. La nivelación de los servicios municipales vincu-
lados a la acogida e integración de inmigrantes se operará por 
medio de actuaciones que, siendo autónomamente determi-
nadas por cada municipio perceptor a través de un Plan de 
Acción, encajen dentro de los ejes, principios rectores y líneas 
de actuación prioritarias definidos en el Marco de Cooperación 
para la Gestión del Fondo de Apoyo a la Acogida y la Integra-
ción de Inmigrantes, el Convenio suscrito al efecto entre el an-
tiguo Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Junta de 
Andalucía y el Protocolo de Colaboración entre la Consejería 
de Empleo y la FAMP. Los municipios receptores facilitarán la 
oportuna información de seguimiento y evaluación al respecto.

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, cabe interponer recurso potestativo de reposición ante 
este órgano, en el plazo de un mes, contado a partir del día si-
guiente a aquel en que tenga lugar la notificación del presente 
acto, o recurso contencioso-administrativo en las formas y pla-
zos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Cádiz, 14 de diciembre de 2011.- El Delegado, Juan M. 
Bouza Mera.


